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PROYECTO DE RESOLUCIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires,

RESUELVE

Declarar de interés legislativo y adhiriendo a la movilización que se realizará el día 3 de Junio del año 2015 bajo la consigna “Ni una menos” que tiene como finalidad visibilizar y prevenir la violencia de género en todas sus formas, particularmente la más extrema: el femicidio.
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FUNDAMENTOS

Señor Presidente:




La violencia de género, de acuerdo a la Ley 26.485, es aquella ejercida contra una mujer “basada en una relación desigual de poder afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal”. Este tipo de violencia es tipificada en la ley anteriormente citada en su artículo 5° y puede ser física, psicológica, sexual, económica o patrimonial y simbólica. 

El femicidio es la forma más extrema de violencia contra una mujer. En el año 2012  la ley 26.791 modifica el Código Penal en su artículo 80, inciso 11, incorporando esta figura –como agravante- al tipo penal de homicidio. El homicidio y el femicidio protegen bienes jurídicos superiores en la escala de valores de nuestro código penal, los que consisten en atentar contra la vida de una persona. En el caso del Femicidio quien sufre la acción del verbo típico -el sujeto pasivo- es una persona de género femenino, incluyendo a aquellas mujeres con identidad de género autopercibida.
En nuestro país se registraron 277 femicidios en el año 2014, 277 mujeres fueron asesinadas y 330 hijos e hijas perdieron a su madre.

Específicamente en nuestra provincia son 91 los casos, incluyendo los 10 casos de mujeres asesinadas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Estos datos corresponden al informe de Investigación de Femicidios en Argentina y han sido recopilados de las Agencias informativas: Télam y DyN y 120 diarios de distribución nacional y/o provincial.
Dichas estadísticas visibilizan la violencia ejercida hacia las mujeres en su más extrema expresión, en un contexto social en el que queda en evidencia como la distribución histórica desigual del poder entre hombres y mujeres influye actualmente construyendo estereotipos sociales e interpersonales de contenido machista que se caracterizan por generar vínculos basados en una inequidad que niegan a la mujer como sujeto de derechos y construyendo de esta manera mecanismos directos e indirectos de exclusión. Dicha realidad social, reflejada en las estadísticas anteriormente citadas, constituyen situaciones de profunda injusticia social generando relaciones de dependencia económica, entre otras, de mujeres con respecto a los hombres, fundamentalmente en vínculos conyugales, lo cual crea condiciones propicias para la reproducción del machismo.
El debate sobre el rol de la mujer y la creación de mecanismos y técnicas jurídicas nos concierne a hombres y mujeres de la vida pública, ya que la ley nacional 26.485 en su artículo 7° establece una sucesión de formas para garantizar el “respeto irrestricto del derecho constitucional a la igualdad entre mujeres y varones” y que deberán cumplir “los tres poderes del estado sean del ámbito nacional o provincial”. Dicha ley es sancionada en el año 2010 que corresponde al segundo mandato de la presidenta Cristina Fernández de Kirchner. 

Este gobierno ha realizado acciones políticas concretas respecto a este tema. Un claro ejemplo de ello es la Ley nacional 26.844 sancionada en el año 2013, que establece un régimen especial para el contrato de trabajo respecto al personal de casas particulares, reduciendo la estadística de empleo no registrado de mujeres empleadas domésticas. Está última ley junto a la  sanción de la ley N° 26.485 en 2010 y la N° 26.791 en 2012, son expresiones de la voluntad política de este gobierno a la hora de abordar la violencia de género en sus formas más extremas, pero no es suficiente ya que los tres poderes del estados tienen que avanzar  no solo en la conquista de derechos, sino a su real aplicación en la realidad.
Jerárquicamente la Constitución Nacional y los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos son las normas que fundan todo derecho en el ordenamiento jurídico federal, provincial y municipal. Las leyes regulan y ordenan los vínculos de familia, los vínculos económicos, culturales y sociales y además de tener esa función, son fundamentos para que jueces y juezas ejecuten sentencias que resuelvan los conflictos tipificados por el ordenamiento legal, en este sentido, el artículo 2° del Código Civil y Comercial de la Nación que entrará en vigencia el 1° de Agosto establece que “la ley debe ser interpretada teniendo en cuenta sus palabras, sus finalidades, las leyes análogas, las disposiciones que surgen de los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento jurídico”.
La violencia de género es una forma de vincularse y generar lazos entre las personas. Es transmitida  mediante hábitos y formas de expresión sexistas, muchas veces reproducidos en diferentes contextos: doméstica, laboral, institucional, contra la libertad reproductiva, obstétrica y mediática. Eliminar y prevenir estas formas de discriminación y opresión femenina es una tarea de hombres y mujeres tanto del sector público como del sector privado. Es necesario el desarrollo de una perspectiva de género que equipare a hombres y mujeres en oportunidades para acceder a la educación, acceso al ámbito laboral y también a tener una protección especial en nuestro ordenamiento jurídico, también el compromiso por parte del poder judicial a la hora de aplicar las leyes correspondientes en pos de la justicia social es de notoria necesidad.

Por los motivos expuestos, solicito a los señores legisladores acompañen con su voto el presente proyecto de ley.
